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RESUMEN 

 

El sistema penitenciario Colombiano presenta una serie de problemas, los cuales han venido 

vulnerando algunos de los derechos humanos, como lo es la dignidad de los reclusos privados de 

la libertad en los centros de reclusión. 

 Debido a la sobrepoblación carcelaria, se produce el hacinamiento porque el espacio del 

centro carcelario no es suficiente para albergar a estas personas.  A su vez, la falta de dormitorios 

adecuados, de baños higiénicos, la no debida capacitación laboral del recluso; inclusive, la 

carencia de convenios con centros de estudios que posibiliten la educación del interno, estaría 

violando derechos fundamentales, como es el de la dignidad, la vida, la salud, como también el 

derecho a ser capacitado en oficios, que le permitan al reo al cumplir la pena, saber trabajar en un 

arte u oficio; ya que la verdadera misión de  sancionar al que delinque, no es simplemente 

asegurarlo con medidas de intramuros. 

Por otro lado, no basta simplemente con aumentar las penas, como lo hace permanentemente 

el Estado colombiano, esto debido a que el aumento de penas privativas de la libertad es uno de 

los factores que explica el aumento de la población carcelaria en nuestro país. Desde el punto de 

vista sociológico, organismos como la CEPAL, considera que Colombia es uno de los países con 

mayor desigualdad; entendiéndose que la desigualdad es económica, social y cultural. Para 

algunos sociólogos, la pobreza genera violencia; aunque en Colombia el delito no solo lo comete 

el pobre, el desempleado, si no que existe una especie de delincuente, llamado de “cuello 

blanco”, tal especie se da en la burocracia, es decir en aquellos individuos que administran las 

cosas públicas; inescrupulosas que se roban el erario público. 
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La corrupción es tan grande en las cárceles colombianas, que se ha destapado el escandalo 

consistente en los asesinatos ocurridos en la cárcel “La Picota”, ubicada en la capital de 

Colombia, la fiscalía investiga sobre los reos que fueron descuartizados y enterrados en este 

reclusorio.  

 La corrupción del INPEC, según informe de la Fiscalía General de la Nación, publicado en 

los archivos de noticia de la página web de la fiscalía general de la nación en agosto de 2016 y la 

falta de presupuesto, hacen que sea necesario buscar políticas alternativas, como serían las 

cárceles privadas, que garanticen  una verdadera reeducación del reo. 
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INTRODUCCIÓN 

 

¿Privatización de las cárceles en Colombia es la solución al hacinamiento que viven los 

presos en Colombia?  

Este problema que se plantea tienen que ver con el erario público; es decir, con el presupuesto 

que la nación se gasta en el mantenimiento y creación de nuevas cárceles debido a que la 

población que delinque aumenta en este país. Se gasta, por concepto de mantenimiento de las 

cárceles en Colombia, un monto de“1,5 billones al año, significando que por cada uno de los 

reclusos se paga 13,1 millones al año, aunado a que Colombia es el tercer país de Latino América 

con mayor población carcelaria. En el 2014 habían 120,623 personas privadas de la libertad 

dentro de 138 centros penitenciarios en el territorio nacional” (Sanchez & Solano Vargas, 2014). 

La idea es  buscar una solución también al problema del gasto económico que incide en el PIB 

(producto interno bruto) y cuanto se podría ahorrar el Estado colombiano; si se pudiera diseñar un 

sistema carcelario, bajo la dirección de un ente privado, delegando  la prestación de los servicios 

de seguridad y custodia de los reos.  

A su vez, existe una población carcelaria en Colombia, que según cifra del INPEC (2015), 

establece que: “Hasta el mes de enero de 2015 en Colombia se registraba 161,477 personas 

privadas de la libertad, 157,693 (97,7 %) a cargo del INPEC y los restantes 3,784 (2,3%), bajo el 

custodio y responsabilidad de los entes territoriales, comando de fuerzas y dirección general de la 

policía nacional” (INPEC, 2015). 

Siguiendo con lo anterior, de la población reclusa a cargo del INPEC, 116,760(72,3%) se 

encontraban recluidas en los ERON (Establecimiento de Reclusión del Orden Nacional), 

36,587(22,7%) en domiciliaria y 4,346 (2,7%) con control y vigilancia electrónica (INPEC, 2015, 
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pág. 14). Estos son medidas cautelares intramuros y presos con medidas domiciliarias que 

supuestamente cuida el inspector carcelario. 

PRIVATIZACIÓN DE LAS CARCELES EN COLOMBIA ES LA SOLUCIÓN 

Inicio de las cárceles en Colombia 

Una cárcel puede ser definida como un edificio público que, por la seguridad de los 

ciudadanos, se halla destinado al castigo o rehabilitación de los delincuentes, según los casos 

mediante la privación de la libertad (Enciclopedia juridica, 2014).  

 El sistema penitenciario y carcelario en Colombia, nace por la necesidad de crear una 

infraestructura básica carcelaria, pero que a su vez fuera eficiente al permitir resocializar a los 

delincuentes, ya que antes de 1863 las instituciones judiciales aún mantenían en vigencia un 

conjunto de penas y castigos que habían sido heredadas por las colonias españolas; entre ellas, el 

viejo sistema inquisitivo con su pena capital, que eran penas infamantes como aquellas que 

producían infamia, la horca, la argolla, los azotes y la exposición a la vergüenza pública 

(Marquez Estrada, 2011). Además, la falta de autonomía e independencia respecto a la rama 

ejecutiva de la época y el desconocimiento que se tenia de administrar la justicia, para el debido 

establecimiento de la paz, la construcción de la ciudadanía y el respeto que se debe tener a los 

derechos civiles (Marquez Estrada, 2011, pág. 23). 

Todo esto con base en que la transformación del sistema judicial y penitenciario, convertirían 

a los presos en más civilizados. Sin embargo, el cuestionamiento a la eficiencia de las cárceles, y 

la necesidad de construir reclusorios con infraestructura carcelaria mínima que pudiera garantizar 

la seguridad y la eficacia de las instituciones, implicaba que las autoridades gubernamentales 

lograran activar todo un dispositivo de construcción, mantenimiento, reglamento de cárceles, 
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distribución de recursos, condiciones e higiene, instrucción y trabajo (Marquez Estrada, 2011, 

pág. 23). 

Pero la realidad era otra. El sistema era deficiente, el Estado no contaba con instalaciones 

propias ni acondicionadas para su fin. Las pocas cárceles que existían en la época eran inseguras 

y facilitaba que los reos se fugaran constantemente; no había una política carcelaria que fuera 

clara y relacionada a la manutención de los reos, no existía un programa de asistencia directa. Al 

contrario, los penados recibían una ración diaria en dinero para su sustento (Marquez Estrada, 

2011, pág. 23). 

A pesar que la ley ordenaba a la administración carcelaria entregar una dotación diaria de 

ropa, esto no se cumplía y los presos exponían una figura harapienta y, para asegurar la seguridad 

del reo, se recurría a las formas tradicionales del cepo y la barra, en detrimento de su dignidad e 

integridad física (Marquez Estrada, 2011, pág. 23). 

El Estado, para cambiar todo este detrimento de la dignidad de los reos, emitió una serie de 

leyes, siendo una de ellas la ley 31 de diciembre de 1862, que disponía la construcción de 

cárceles de provincia en donde no las había y se proveyera de recursos para su construcción. Otra 

ley era la del 23 de octubre de 1872, la cual ordenaba la destinación de la tercera parte del 

impuesto que se recaudaba por el concepto de consumo de alimento, tales como la carne en la 

provincia de Corozal; todo esto para la construcción de la cárcel. De igual forma, por medio de 

esta disposición legal se prohibió el uso de la barra y del cepo, ordenaron construir dos calabozos 

seguros y ventilados destinado para hombres y otra para mujeres; además de otras leyes, como la 

ley 2 de enero de 1863, que permitió al Estado y su poder ejecutivo celebrar convenios con 

Estados vecinos para solicitar la entrega de presos. A su vez, la ley 7 de diciembre de 1868, 

instauro la figura de la fianza carcelaria (Marquez Estrada, 2011, pág. 24), de esta forma a través 
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de los años ha venido mejorando el sistema penitenciario y carcelario en Colombia y en el 

mundo. 

Privatización de las cárceles en Colombia es la solución al hacinamiento que viven los 

presos en Colombia  

En Colombia se viene presentando una serie de problemas en el sistema penitenciario y 

carcelario, en los cuales se están viendo afectados los derechos humanos de la población que se 

encuentra privada de la libertad, debido al crecimiento de la población que delinque. 

De acuerdo a estadísticas emitidas por el INPEC, en Colombia, hasta enero del 2015, se tenía 

que la población en establecimientos de reclusión era de 116,760; en ubicación domiciliaria 

36.587 internos y por medio de control y vigilancia electrónica 4.346, para dar un subtotal en el 

INPEC de 157.693, con un 97,66% de participación. Mientras en establecimientos municipales 

hablamos de 2.368 internos con una participación de 1,47% y, finalmente, establecimientos de la 

fuerza pública con 1.416 internos con una participación de 0,88%. El subtotal de otros 

establecimientos, 3.784 internos y una participación de 2,34%, sacando un total de población de 

161,477 de internos para una participación del 100% (INPEC, 2015, pág. 14). 

Según el INPEC, esto quiere decir que la población de reclusos a finalizar el mes de enero del 

2015, la población penitenciaria y carcelaria intramural a cargo del INPEC registró un total de 

116,766 internos, cifra que se compara con el mes de Diciembre del 2014 y muestra un 

importante crecimiento equivalente a 3.136 personas privadas de la libertad. Todo esto equivale a 

2,76% fenómenos ocurridos en particular a la culminación del cese de actividades de la rama 

judicial, así como el acuerdo entre alto gobierno, autoridades penitenciarias y asociaciones 

sindicales del instituto que facilitaron el ingreso a establecimiento de reclusión de personas 

recluidas en las URI y estación de policía, así como del retorno del normal flujo de persona 
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infractores de la ley penal que a diario ingresan y salen de los establecimientos penitenciarios y 

carcelarios a cargo del (INPEC, 2015, pág. 16).  

Por estos motivos, la sobrepoblación e índice de hacinamiento en la población carcelaria y 

penitenciaria a cargo del INPEC, supera la capacidad de los ERON, debido al constante 

crecimiento en el número de reclusos. Al finalizar al mes de enero de 2015, el instituto presentó 

una sobre población de 38,886 personas, que corresponde a una oferta de 77,874 cupos y una 

demanda de 116,760 interno que los requirieron (INPEC, 2015, pág. 17). 

 

Eron (establecimiento de reclusión del orden nacional) 

En Colombia, además del INPEC, existen los ERON. La capacidad que puede tener un ERON 

para albergar determinado número de personas privadas de la libertad, se ha equiparado a la 

disponibilidad de camas – camarotes para que los reos pernocten en celda. Al finalizar el mes de 

enero de 2015, el instituto registro una capacidad  para 77.879 internos (INPEC, 2015). 

La región central presenta el mayor número de cupos con 376% (29,246), el occidente con 

18,6% (14.489), el norte con 9,9% (7,756), el oriente con 9,4%(7,331), el noroeste con 10,9% 

(8,485) y viejo Caldas con 13,5% (10,567) (INPEC, 2015, pág. 15) 
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Grafica 1. Georeferenciación regionales enero 2015 

 

Fuente: CEDIP –Enero 2015 

 

Hacinamiento 

El hacinamiento es el porcentaje de población reclusa adicional en comparación con la 

capacidad carcelaria existente (Morales Sierra & de pilar Jimenez, Contraloria de la Nacion , 

2015). 

De acuerdo a esta definición encontrada de hacinamiento, en Colombia se está viviendo algo 

muy similar en nuestras prisiones. Si el Estado colombiano, de acuerdo al artículo publicado por 

la página web del Tiempo, tomase la decisión de meter a todos los presos en un escenario de 

futbol, tendría que copar dos estadios como el metropolitano de Barranquilla, cuya capacidad es 

de 49.600 espectadores; aun así, los 17,900 reclusos, de los 117,018 que hay en las 138 cárceles 

del país, quedarían por fuera. 
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Debido a que la realidad del que habita en las prisiones es cruel, producto del hacinamiento y 

los deficientes programas de resocialización, los penales son llamados por los mismos reclusos 

“universidad del mal”, en donde las posibilidades de vivir dignamente son nulas. (Baez, Morelo, 

& Quintero, 2016). 

La revista el Tiempo en enero de 2016, visitó algunas de las prisiones en el país y pudo 

corroborar el estado de indignidad que viven los presos en Colombia, en donde unas de las 

cárceles que hacen referencia en su publicación, es La Modelo en Barranquilla; en especial, a los 

internos del patio B, en donde relatan la historia de Erick Fonseca, quien es un hombre 

demacrado  de 45 años de edad, que para no sucumbir a la esquizofrenia que genera el 

hacinamiento con 851 internos, siendo su capacidad para 459, debe dedicarse al reciclaje de los 

jeans viejos de sus compañeros y convertirlos en bolsos.  Su lugar de trabajo es el patio de los 

sociales, lugar donde entran los condenados y sindicados por delitos comunes. No hay que dejar 

de acotar que La Modelo tiene un hacinamiento del 87%. 

Según María del Pilar Bahamon, directora de la unidad de servicios penitenciarios (USPEC), 

el rubro de la alimentación para todas las cárceles tiene un gasto de 340,000 millones de pesos al 

año, siendo más de la mitad del presupuesto total de unidad, que es de 600,000 millones de pesos. 

Por lo tanto, se puede deducir que diariamente se destina 931,5 millones de pesos en 

alimentación; es decir, que el sistema dispone de 7,960 pesos para las tres comidas de un preso 

por el día, resultando ser mucho menos que el valor de un almuerzo ejecutivo. 

 

Estado de salud de los reos en Colombia 

En Colombia, la situación de los presos cada día se está empeorando, el hacinamiento ha 

venido generando varios brotes de enfermedades infectocontagiosas, que le ha costado la vida de 

más de uno de los reos en las diferentes cárceles del país. 
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La revista El País en su página web, publicó en enero 11 del 2013, una situación bastante 

preocupante del mal estado de salud que padecen algunos presos y que estas enfermedades son 

contagiosas. La Defensoría del Pueblo alerta sobre situaciones de salud por las enfermedades 

infectocontagiosas, la muerte de reclusos y la mala atención de los servicios sanitarios en las 

instituciones penitenciarias y carcelarias del país; estas son una clara muestra de que la salud de 

las cárceles debe ingresar a cuidados intensivos. Así lo advirtió el defensor del pueblo Jorge 

Armando Otálora Gómez, luego de realizar una visita a la cárcel de Bellavista en Medellín, donde 

corroboró una situación similar a la que se registran en la mayor parte del país, destacando que la 

situación de la mala atención de los reclusos no solo se presenta en las instituciones 

penitenciarios y carcelarios, registrándose altos niveles de hacinamiento. A su vez, se observó 

aquellas donde la capacidad no está copada, como es el caso del complejo penitenciario del 

pedregal (Medellín), donde hay un cupo para 2.445 internos; sin embargo, la población total llega 

a 2413 internos. (Colprensa, 2013). 

 

Seguridad de los presos en Colombia 

En Colombia, el INPEC es el organismo de control para custodiar a las personas que han sido 

privados de la libertad, ya sea los que han sido sindicados de algún delito o aquellos que han sido 

condenados por la justicia penal. Las instituciones como el INPEC,  tienen la obligación de 

registrar todas las novedades o aquellas situaciones que son reportadas por los custodios como 

accidentalidad, así como los atentados contra la integridad y la vida de las personas que se 

encuentren pagando una condena. También es muy cierto, que el personal de guardia no está 

exento de cualquier accidentalidad o atentado hacia ellos, sea dentro o fuera del penitenciario, 

debido a que la sobrepoblación no permite que estas personas con los recursos que manejan 

puedan controlar  y tener siempre el control de los reos. 



   
 

11 
 

Un ejemplo que demuestra lo planteado en el anterior párrafo, es la noticia que fue publicada 

el 13 de octubre del 2015 por la revista El Tiempo, donde plantea como una riña al interior de la 

cárcel de La Picota, concretamente en el patio 15, Pabellón de Mínima Seguridad, dejó como 

saldo una persona muerta, Según informo el INPEC, dos de los reclusos se enfrentaron a cuchillo 

en mano produciendo el fatal desenlace (Justicia, 2015). 

Todos estos actos de inseguridad se generan por la falta de control y herramientas adecuadas 

para enfrentar este tipo de situaciones y que, por supuesto, se presentan debido a la 

sobrepoblación carcelaria. 

 

Privatización de las cárceles 

Antes de iniciar el examen de las cárceles privadas, es importante definir lo que significa la 

privatización en término general. Cuando se habla de privatizar, se refiere al conjunto de técnicas 

económicas dirigidas a disminuir la intervención del Estado y el estricto o restrictivo que se 

refiere únicamente a la transferencia de propiedad pública al sector privado (Tafur, 2016). 

 Colombia no es el único país con problema de sobrepoblación carcelaria, existen otros países 

que han pasado por la misma situación y en donde se ha visto afectado la población rea, 

padeciendo los mismos males, tales como la vulneración de la dignidad de los reos, las 

enfermedades adquiridas, además del costo que está  generando  sostener a cada uno de los 

internos por el Estado. 

En una publicación de Caracol Radio (Caracol Radio, 2013), informa sobre una alternativa de 

privatización carcelaria para varios gobiernos en el mundo y hace énfasis que en los años 80, 

Estados Unidos de Norte América incursionó en el modelo de la privatización carcelaria, bajo la 

tendencia de la época hacia la privatización de bienes y servicios perteneciente al Estado. Ante 

esto, varios empresarios vieron en este campo la oportunidad para un lucrativo negocio, lo cual 
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ha sido cuestionado,  ya que el  privar de la libertad  a los seres humanos se ha convertido en un 

negocio. En un artículo publicado por programas de las Américas, hace referencia al gran 

negocio en que se han convertido las cárceles privadas en los Estados Unidos (Carlsen, 2013). 

 La misma agencia noticiosa destaca que desde los 80, el gobierno de los Estados Unidos 

comenzó a dar  la subcontratación del encarcelamiento de personas a empresas particulares. El 

primer contrato a particulares fue en 1984,  a la Corporación Correccional de América (CCA, por 

sus siglas en inglés), que se convirtió en la compañía más grande en el país (Carlsen, 2013). 

Prisiones privadas se instalaron entonces en comunidades abandonadas por la crisis 

económica. Además, con grandes subsidios de impuestos de los contribuyentes, la CCA, aun 

antes de recibir los contratos públicos, construyeron miles de celdas por todo el país. Luego, 

tuvieron que llenar las celdas, para ello, trazaron estrategias para promover el negocio de 

industria de prisiones de lucro, teniendo la seguridad de que existiría una corriente firme de 

presos.  

Por cada ser humano enviado tras las rejas, la CCA, o el segundo gigante de la industria, el 

grupo GEO, ganan aproximadamente 122 dólares por día; en el último año, la CCA reportó 1,7 

billones de dólares de ingreso bruto, cerca de la mitad procedieron de los contrato 

gubernamentales con las empresas privadas que hoy tienen a su cargo a los reos. Este es un 

poderoso incentivo para encerrar a la gente. En años recientes, ésta es la estrategia más fuerte 

para la ampliación del mercado en la industria de las prisiones privadas. 

Así fue como a ritmo lento, se levantaron las dos primeras compañías de prisiones privadas 

como es la  CORRECTIONS CORPORATION OF AMERICA, que ha llegado a administrar más 

de 60 prisiones en territorio estadounidense y, el grupo GEO, que no solo maneja contratos de 

custodia en el centro de detención de Guantánamo, sino también en Australia, Reino Unido y el 

Sur De África. 
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El Reino Unido también ha tomado parte importante de este negocio, esto porque desde 1992, 

tanto en Inglaterra como en Gales, la totalidad de los centros de reclusión han sido diseñados, 

financiados, construidos y administrados bajo el modelo privado; incluso aún, el subrogado penal 

de  la libertad condicional, se ha ampliado ahora a la competencia de los sectores privados y 

voluntarios. 

Por su parte en Francia, se presenta la tendencia de que el Estado subcontrata a empresas 

privadas, para que éstas construyan las cárceles y suministren el personal de seguridad privada, 

mantenimiento y garanticen la alimentación a los reo. Bajo la figura de “semiprivados”, hay 27 

prisiones; es decir, empresas particulares se encargadas de la construcción de la cárcel y  prestar 

servicios al interior de estas, pero la labor de custodia sigue en manos del Estado. 

En Brasil, algunos Estados tienen o han tenidos prisiones bajo administración privada asumida 

por empresas de seguridad y organizaciones religiosas; sin embargo, fue hasta enero del año 

2015, cuando se inauguró la primera cárcel construida y administrada por un consorcio privado, 

el centro penitenciario ubicado en Belo Horizonte, Estado de Mina Gerais, la cual cuenta con más 

de 3000 plazas para reclusos, cuyo  costo ascendió a  US$137000 millones y estará bajo 

concesión por 25 años. 

Sin embargo, de todas estas políticas carcelarias de carácter experimental, la experiencia más 

conocida en América Latina está en Chile, donde debido al gran problema de hacinamiento en los 

centros de reclusión desde 1998, el gobierno de Ricardo Lagos decidió impulsar un proyecto de 

modernización del sistema carcelario, que abordaba la construcción, equipamiento y 

mantenimiento de 10 nuevas prisiones de mediana y alta seguridad, con una inversión pública 

cercana a los 280 millones de dólares y cuyas cárceles fueron entregadas a un consorcio privado. 
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Por su parte, el Estado asumiría la seguridad y la vigilancia en dichos centros, pero pese a estos 

esfuerzos no disminuyeron los costos para el Estado;  el costo por interno  aumentó (pasó de 11 a 

35 dólares en 2004), además se prevé dentro de poco un déficit para albergar a aproximadamente 

2000 presos. (Caracol Radio, 2013) . 

Qué beneficio puede traer la privatización en las cárceles 

Héctor Bedillo Sánchez, experto en temas carcelarios, y quien además  fuera presidente de la 

comisión Multisectorial, encargado de proponer medidas para construir penales con inversiones 

privada en el Perú, explica en la revista la República, que las cárceles privadas disminuirían hasta 

el mínimo la corrupción en el sostenimiento de las cárceles. Ante ello, plantea un nuevo camino 

en la política carcelaria, la de privatizar las cárceles como alternativa producto de la deficiente 

administración penitenciaria. Argumenta que el costo sería  mínimo con relación a los beneficios 

que se obtendrán, debido a que los estudios señalan que el costo de seguridad y mantenimiento  

llega a unos 900 millones de dólares mensuales, lo que se reduciría si se cuentan con cárceles 

privadas, a su vez que se recortaría el circuito delincuencial que para el Perú asciende a los 

35.000  presos. Según censo realizado en el Perú por CARTE y GLOBE, estimaban el costo de 7 

dólares por presos para alimento, salud y seguridad, que es lo que se necesita para una prisión 

modelo de 2016 presos, lo que se convierte en un valor mínimo con relación al beneficio social 

que esto traería (Castillo, 2007). 

Además lo dicho anteriormente, habría control, o sea que los presos no podrán dirigir robos ni 

secuestros desde las cárceles, además de que las personas que ingresan a las prisiones tendrán 

educación, asistencia médica, psicológica y la posibilidad de reinsertarse a la sociedad si el delito 

que cometió fuere menor y no evidencia una patología irrecuperable, tal como sería un asesino en 

serie. Este tipo de beneficio no se cumple en las cárceles que son manejadas por el Estado, debido 
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a que el reo es recluido en un sitio hostil por lo que esa persona saldrá indudablemente a cometer 

más delitos. Esto porque nadie lo contrataría sabiendo que salió de una cárcel y, lo más seguro, es 

que volverá a cometer un acto ilícito (Castillo, 2007). 

Ante lo dicho, se puede inferir la importancia de empezar, mejor aún si es con los jóvenes, ya 

que gran cantidad de presos lo son y, que habiendo entrado por delitos menores, están siendo 

envilecidos, en un ambiente perverso. No se puede seguir permitiendo esta situación porque se 

estaría creando monstruos; pero lo más importante, es imperativo acompañar a la familia del reo 

que  cumple la sentencia ante tal condición en la que se encuentra el sistema carcelario (Castillo, 

2007). 

Propuesta para el gobierno colombiano 

La crisis carcelaria en Colombia se deriva de diversos factores de tipo estructural, como la 

corrupción administrativa en la gestión del presupuesto de las cárceles. Según estudios realizados 

por el “grupodeprisiones.uniandes.edu,co”, el presupuesto asignado al INPEC y al FIC (Fondo de 

Infraestructura Carcelaria) desde el año de 1.995 al 2.002, se dejan plasmar los lineamientos de 

una política carcelaria en Colombia, tendiente a su privatización. En este  se da una estimación de 

los costos que se debe tener en cuenta al momento de contratar con particulares, independiente de 

los distintos procesos carcelarios que vayan a ser privatizados. Una primera forma general de 

estimar el costo anual de un interno para el Estado colombiano es encontrar la relación existente 

entre el promedio de internos y el presupuesto en conjunto de INPEC y FIC (Fondo de 

Infraestructura Carcelaria). La primera entidad, desde la expedición de la Ley 65 de 1993, es la 

encargada de la política penitenciaria y carcelaria del país. La segunda, a partir del Decreto 1890 

de 1999, se encarga de la construcción, adecuación y ampliación de la infraestructura carcelaria. 
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Durante el 2002, la población promedio de reclusos fue 51.276, mientras que el presupuesto 

conjunto de INPEC  y FIC, en 2002, fue de $427 mil millones. Por tanto, el costo promedio anual 

por interno estimado es de $8,3 millones. Sin embargo, se podría considerar el costo según rubro. 

Con esa información, y con el número promedio de reclusos en 2002, se puede calcular el costo 

promedio anual de un interno. Así, por concepto de salarios y otros conceptos inherentes a la 

nómina sería de $4,3 millones,  siendo repartidos de esta manera: gastos generales de $855 mil, 

por transferencias $1,8 millones y por inversión conjunta (INPEC y FIC) $1,3 millones.  

Al estimar el costo de un interno no basta con considerar los gastos de manutención y 

vigilancia. De acuerdo con la filosofía que entraña el proceso de resocialización del interno en las 

cárceles, el estimar el costo del mantenimiento de un persona durante su período de privación de 

libertad, recoge otros aspectos como el tratamiento psicológico, la capacitación, la recreación, la 

readaptación al ambiente familiar y social y la implementación de un ambiente propicio para su 

reinserción a la sociedad. Todos estos aspectos implican un costo adicional que es conveniente 

estimar. Igualmente, la implementación de una cárcel tiene costos diferentes dependiendo de la 

región en donde se encuentre y del tipo de seguridad de que disponga. 

En promedio, la alimentación diaria de un preso costó en 2002, $3.667. Sin embargo, éste 

tiende a variar: el precio unitario del suministro diario para la Cárcel Nacional Modelo es de 

$2.765 la cual tiene un promedio de 5.275 internos y para la Cárcel de mujeres del Buen Pastor el 

precio unitario es de $3.072 con un promedio de 872 internas. 

 Aunado a la mora en la resolución de los problemas judiciales de carácter penal, que trae 

consigo que a muchos detenidos en la cárcel no se les resuelva su situación jurídica por delitos no 

privativos de la libertad; pero también, como se sustenta en estudios sociológicos, el aumento de 

los sujetos que delinquen por razones de desigualdad económica, falta de educación, falta de 

empleo en los jóvenes, obliga a que se produzca un cambio radical en la política carcelaria, ya 
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que el objetivo humanista y del Estado de Derecho Social es preparar seres humanos, con 

dignidad y libres que impulsen el desarrollo económico de este país. 

Lo anterior, implica que la filosofía del Estado no es castigar al individuo en la cárcel, sino 

reeducarlo para bien de la sociedad colombiana, de todas maneras se puede percibir que en las 

cárceles se da el hacinamiento, y lo que es más escandaloso, la desaparición de reos en las 

prisiones de este país. 

La corrupción del INPEC, que permite la extorsión, la venta de marihuana, y demás sustancias 

sicotrópicas al interior de las cárceles, demuestra  la obsolescencia de las instalaciones y el 

desgobierno hacia el interior de las cárceles, pero igualmente la situación carcelaria es un reflejo 

de la deficiencia del sistema penal colombiano que fomenta la penalización y la detención del 

sindicado, con procesos lentos y ominosos que desgastan el aparato judicial. 

Además de la corrupción y la escasez de recursos, se presentan otras dificultades, como 

aseguró el director del INPEC,  general Gustavo Ricaurte a  la emisora radial Radio Santafé, el 

primero (1) de octubre de 2012,  donde declara que el instituto afronta dificultades en cuanto a la 

capacidad para la atención de reclusos con problemas psiquiátricos y pidió al gobierno nacional 

que los centros hospitalarios atiendan a este tipo de paciente (Sebastian Obando, 2012). 

En dialogo con la emisora 1070 AM de Radio Santafé, el general Ricaurte dijo que a futuro 

debe haber cárceles donde los pabellones, para manejo psiquiátrico de los condenados o 

sindicados, haya un tratamiento especial. Igualmente,  el oficial sostuvo que actualmente el 

INPEC maneja 2.200 internos con necesidades de tratamiento mental y advirtió que esta 

población podría aumentar a uno 2.700 (Sebastian Obando, 2012). 

Además, el general Ricaurte puntualizó: estamos trabajando con el Ministerio de Salud y 

también con la Secretaria de Salud de los Distritos, para que algunos alcaldes que tenga cupos en 
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algunos centros de salud  reciban algunos internos, y explicó que estos internos muchas veces no 

los quiere tener la sociedad en la calle (Sebastian Obando, 2012). 

Por último, el general del INPEC concluyó que esta situación es un riesgo para la sociedad; 

hecho que medicina legal debe también dentro de sus funciones,  evaluar el sistema psíquico y 

físico de los internos, para tomar las medidas correspondiente (Sebastian Obando, 2012).   

Otra situación es la publicada en Caracol radio el 10 de febrero de 2015, en donde informa la 

situación que vive el INPEC en el departamento de Caldas, reportándose la dificultad para 

controlar a 620 reclusos con brazaletes y detención domiciliaria para los cuales solo cuentan con 

dos guardianes e igual número de motocicletas, para el trabajo en áreas rurales y urbanas 

(Caracol Radio, 2015).      

la privatización de algunas cárceles  podría, por un lado, aliviar el peso que lleva este instituto 

y por otro se conseguirían los recursos financieros para enfrentar la carencia de cupos que 

demanda el sistema penitenciario; sin embargo, dada la experiencia internacional, en la 

planeación y coordinación de una política carcelaria basada en la privatización de los centros de 

reclusión y las condiciones particulares que en la actualidad presenta el contexto colombiano, la 

privatización es aconsejable, inicialmente en la construcción, adecuación y dotación de nuevos 

centros carcelarios (Morales Sierra, la privatizacion de las carceles en colombia, 2016). 

Así, para garantizar la financiación de la construcción de nuevos centros de reclusión que 

posibiliten  los cupos necesarios  para superar el hacinamiento carcelario, la propuesta de 

FONADE para la realización de un programa bajo la modalidad BLT (Build, Lease, Tranfer), 

mediante el cual una o varias compañías privadas, formen un consorcio encargado de conseguir 

los recursos financieros necesarios para la construcción de los establecimientos carcelarios y de 

suscribir los correspondientes créditos a largo plazo. Esta herramienta le permite al Estado 

construir nuevas infraestructuras carcelarias sin embarcarse en préstamo de largo plazo durante el 
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periodo de amortización, el Estado arrendaría los establecimientos adquiriéndolos 

definitivamente cuando se cancele el total de la deuda. Esto presenta una opción que aliviaría al 

Estado en su labor de allegar fondos para financiar necesidades básicas de la población (Morales 

Sierra, la privatizacion de las carceles en colombia, 2016).    

Las bondades y ventajas de la implementación de las cárceles privadas; se cita el ensayo 

científico de Luz Stella Mena, titulado: “Privatización de las cárceles colombianas” presentado a 

la Universidad Militar Nueva Granada, año 2012. En este ensayo se enumeran las siguientes 

bondades: 

“Los miembros de seguridad privada o de vigilancia y custodia tienen un incentivo para tratar 

a los reclusos de manera justa, con el objeto de aumentar su legitimidad, inducir la cooperación, 

disminuir los costos y asegurar la renovación de los contratos.  

No pone en riesgo el debido proceso; tanto los guardias privados como los públicos están 

sujetos igualmente al régimen legal y deben responder a los mismos estándares constitucionales.  

Mejora el sistema de justicia penal al hacer la oferta carcelaria más responsable por los 

cambios en la demanda.  

Puede ayudar a clarificar los propósitos de la reclusión y las reglas y los procedimientos que 

definen el debido proceso” (pág. 33). 

Igualmente, en este importante ensayo citado, se señala la parte negativa de la propuesta de 

privatización de las cárceles en Colombia: “Involucra una inapropiada delegación en manos 

privadas de poder coercitivo y autoridad. Existen ciertas responsabilidades que sólo pueden ser 

asumidas por el Estado, tales como protección de la seguridad pública y ambiental. Los 

principales dilemas sobre la distribución de competencias entre agencias estatales y privadas 

tienen que ver con privación de la libertad, el ejercicio del poder disciplinario y la protección de 

los derechos constitucionales de los reclusos. Otros asuntos problemáticos son el uso de la fuerza, 
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la pérdida de créditos y el rechazo. Crea conflictos de intereses que pueden interferir con el 

derecho al debido proceso de los reclusos. Amenaza los trabajos y los beneficios de los 

empleados públicos. Puede erosionar el sentido de autoridad y la posición de los funcionarios 

correccionales, tanto dentro como fuera de los centros de reclusión.” (pág. 33).  

Por último, el momento histórico que vive Colombia sobre la discusión de un Acuerdo de Paz 

con los grupos insurgentes como las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia) y 

otros similares, pone en presente que el sistema carcelario se ajuste en su filosofía y fines, 

desechando el viejo paradigma de que la cárcel es un sitio para castigar al que delinque, 

irrespetando sus derechos humanos; por el contrario, estas se deben convertir en verdaderos 

centros de resocialización. Tal cambio se debe de plasmar en su filosofía, debiendo ser humanista 

y cuyo fin sea la resocialización del reo, con el objetivo de incorporarlo de manera productiva a 

la sociedad civil. A su vez, obliga al Estado que al aplicar la Justicia Transicional a los 

insurgentes que tengan que pagar penas, se les pueda enviar a cárceles privadas para evitar los 

asesinatos y desapariciones que se dieron en la cárcel de la Picota en Bogotá, cuando los 

paramilitares fueron recluidos en la cárcel anteriormente mencionada, y ajusticiaron a los 

militantes presos de la guerrilla. Los viejos odios y rencillas se podrían obviar con que unos y 

otros sean separados y paguen sus deudas penales en cárceles, para que no se pueda convertir en 

sicópatas o sociópatas. 
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CONCLUSIONES 

 

En este ensayo académico, se puede evidenciar cual ha sido el estado evolutivo del sistema 

penitenciario colombiano, que se remonta al año de 1.863, heredando las penas y castigos de la 

época colonial. Durante los años 1.995, 2.002 y 2015, han sido la constante histórica la falta de 

un presupuesto adecuado para el correcto funcionamiento de las cárceles; el hacinamiento, la 

poca alimentación, la falta de higiene y la falta de asistencia médica, ha genera así la violación de 

los derechos humanos de los reclusos. 

Se deben revisar todas las políticas implementadas al sistema carcelario; aquellas reformas que 

se han hecho durante todos estos años y determinar si la opción de privatizar algunas cárceles en 

Colombia podría ser la solución para acabar con el hacinamiento y otros problemas que violan los 

derechos del reo. Todo esto teniendo en cuenta las lecciones aprendidas de otros países como 

Estados Unidos , Chile, México y Reinos Unidos que implementaron este sistema de privatizar 

las cárceles, tomando así lo positivo y lo negativo que hayan tenido cada uno de estos países y así 

crear un sistema penitenciario robusto que pueda garantizar a cada uno de los reos el bienestar y 

la resocialización, y así también, garantizarle al Estado y al país que estas personas no saldrán a 

seguir cometiendo actos delictivos. 

La actual coyuntura que atraviesa Colombia, como es la profunda desigualdad económica, que 

según algunos sociólogos es el germen  de la violencia no oficial y del aumento de la 

delincuencia, no solamente delinquen  personas que se consideran de la tercera edad, sino 

también niños y jóvenes; esto aunado a la falta de educación y a un empleo digno. Estos factores  

estarían generando el aumento de la población carcelaria, siendo claro que no ha bastado el 
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transito del sistema penal inquisitivo al sistema penal acusatorio, para contrarrestar la creciente 

delincuencia. 

La solución no está en reformas penales que aumenten las penas y profundicen la privación de 

la libertad en sitios carcelarios, lo cual se comprueba a la hora de ver las noticias acerca de 

personas que estando beneficiadas por medidas cautelares, o que tienen detención domiciliaria, 

continúan delinquiendo. Sin embargo, ninguna política carcelaria es perfecta, todas tienen sus 

pros y sus contras; lo correcto sería que después de serios estudios hechos por las facultades de 

Derecho, sociólogos, sicólogos y siquiatras, se procediera a construir una verdadera política 

carcelaria en Colombia. 

Hasta ahora, la política y planeación para tal fin se ha hecho sin el concurso de las anteriores 

instituciones académicas y profesionales anteriormente mencionados; siendo el gobierno, de 

manera unilateral, quien decide tales políticas que han demostrado ser insuficientes. Por tal razón, 

no se puede descartar la propuesta de cárceles privadas, sin que el Estado pierda sus facultades 

constitucionales y su capacidad de implementar políticas que velen por el debido proceso y. 

concretamente. Por el derecho de defensa técnica y material y acceso a la administración de 

justicia.    
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